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justificación, la detención del menor en las dependencias
policiales.

6. Procede, por último, examinar la conformidad con
la Constitución de la resolución judicial que denegó la
incoación del procedimiento de habeas corpus previsto
en el art. 17.4 CE. A cuyo fin conviene recordar, en
lo que aquí interesa, la doctrina constitucional al res-
pecto, que en sus líneas generales ha sido declarada
en las recientes SSTC 208/2000 y 209/2000, ambas
de 24 de julio, 232/2000, de 2 de octubre, y 263/2000,
de 30 de octubre.

De un lado, ha de tenerse presente que si el derecho
a la libertad posee como garantía reforzada la existencia
de este procedimiento de habeas corpus, con ello la
Constitución ha querido que el control judicial de las
privaciones de libertad haya de ser plenamente efectivo.
Pues de lo contrario la actividad judicial no sería un ver-
dadero control sino un mero expediente ritual, lo que
a su vez implicaría un menoscabo en la eficacia de los
derechos fundamentales y, en concreto, de la libertad
(SSTC 12/1994, de 17 de enero, FJ 6, y 232/1999,
de 13 de diciembre, FJ 3). De otro lado, que si se cumplen
los requisitos formales para la admisión a trámite y se
da el presupuesto de la privación de libertad, no es lícito
denegar la incoación del habeas corpus. Es evidente la
improcedencia de declarar la inadmisión cuando ésta
se funda en la afirmación de que el recurrente no se
encontraba ilícitamente detenido, precisamente porque
el contenido propio de la pretensión formulada en este
procedimiento es el de determinar la licitud o ilicitud
de la detención (SSTC 21/1996, de 12 de febrero, FJ 7;
86/1996, de 21 de mayo, FFJJ 10 y 11, y 224/1998,
de 24 de noviembre, FJ 5). El enjuiciamiento de la lega-
lidad de ésta, en aplicación de lo prevenido en el art. 1
LOHC, debe llevarse a cabo en el juicio de fondo, previa
comparecencia y audiencia del solicitante y demás par-
tes, con la facultad de proponer y, en su caso, practicar
pruebas según dispone el art. 7 LOHC, enjuiciamiento
que es si cabe aún más necesario cuando el solicitante
alega que la privación de libertad se ha prorrogado inde-
bidamente. Pues en otro caso, quedaría desvirtuado el
procedimiento de habeas corpus (STC 86/1996, FJ 12).

7. La aplicación de la anterior doctrina al presente
caso conduce a que estimemos la queja formulada por
los recurrentes con invocación del art. 17.4 CE. En efecto,
el Auto del Juzgado de Instrucción núm. 2 de Valladolid
deniega la incoación del procedimiento, argumentando
que la privación de libertad del menor don Álvaro M.
P. no puede encuadrarse en ninguno de los apartados
del art. 1 de la Ley Orgánica 6/1984, reguladora del
habeas corpus. De esta manera, la resolución judicial
no sólo no restableció el derecho fundamental a la liber-
tad vulnerado, sino que desconoció la garantía específica
del art. 17.4 CE, al anticipar el fondo en el trámite de
admisión, impidiendo así que el recurrente compareciera
ante el Juez e imposibilitando que formulara alegaciones
y propusiera los medios de prueba pertinentes para tratar
de acreditarlas (STC 232/1999, FJ 5). En definitiva, el
órgano judicial no ejercitó de una manera eficaz el control
de la privación de libertad y, por tanto, desconoció la
naturaleza y función constitucional del procedimiento de
habeas corpus según se desprende del art. 17.4 CE.

A la vista de esta conclusión, no resulta ya procedente
que nos ocupemos de si la motivación de la resolución
judicial fue suficiente para acordar la inadmisión a trá-
mite del procedimiento. Pues si la propia decisión de
inadmisión del procedimiento vulnera ya el art. 17.4 CE,
resulta irrelevante si esa decisión ha sido adoptada cum-
pliendo o no el deber reforzado de motivación, que rige
para mantener una situación de privación de libertad
(deber al que nos hemos referido, entre otras, en las
SSTC 116/1998, de 2 de junio; 109/2000, de 5 de

mayo; 147/2000, de 29 de mayo; 206/2000, de 24
de julio).

8. Por último, en cuanto al alcance del otorgamiento
del amparo, debemos advertir que no cabe retrotraer
las actuaciones al momento en que se produjo la vul-
neración del derecho a la libertad para subsanarla, toda
vez que al no encontrarse ya el recurrente en situación
de privación de libertad, no se cumpliría el presupuesto
necesario para que el órgano judicial pudiera decidir la
admisión a trámite del procedimiento de habeas corpus,
según hemos declarado desde nuestra primera resolución
al respecto (STC 31/1985, de 5 de marzo, FJ 4) y hemos
reiterado en ocasiones posteriores (SSTC 12/1994, de 17
de enero, FJ 7; 154/1995, de 24 de octubre, FJ 6).

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado y, en su virtud:

1.o Reconocer que se ha vulnerado el derecho fun-
damental a la libertad personal de don Álvaro M. P.
(art. 17.2 y 4 CE).

2.o Restablecerle en su derecho y, a tal fin, anular
el Auto del Juzgado de Instrucción núm. 2 de Valladolid,
de 29 de febrero de 2000.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a veintisiete de noviembre de dos
mil.—Carles Viver Pi-Sunyer.—Rafael de Mendizábal Allen-
de.—Julio Diego González Campos.—Tomás S. Vives
Antón.—Vicente Conde Martín de Hijas.—Guillermo Jimé-
nez Sánchez.—Firmado y rubricado.

329 Pleno. Sentencia 289/2000, de 30 de
noviembre de 2000. Recurso de inconstitu-
cionalidad 838/92. Promovido por el Presi-
dente del Gobierno, representado por el Abo-
gado del Estado, contra la Ley del Parlamento
de las Islas Baleares 12/1991, de 20 de
diciembre, reguladora del Impuesto sobre ins-
talaciones que incidan en el medio ambiente.
Límites a la potestad tributaria autonómica.
Nulidad de la Ley. Voto particular.

El Pleno del Tribunal Constitucional, compuesto por
don Pedro Cruz Villalón, Presidente, don Carles Viver
Pi—Sunyer, don Rafael de Mendizábal Allende, don Julio
Diego González Campos, don Manuel Jiménez de Parga
y Cabrera, don Tomás S. Vives Antón, don Pablo García
Manzano, don Pablo Cachón Villar, don Fernando Garrido
Falla, don Vicente Conde Martín de Hijas, don Guillermo
Jiménez Sánchez y doña María Emilia Casas Baamonde,
Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de inconstitucionalidad núm. 838/92,
interpuesto por el Presidente del Gobierno, representado
por el Abogado del Estado, contra la Ley del Parlamento
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de las Islas Baleares 12/1991, de 20 de diciembre, regu-
ladora del Impuesto sobre instalaciones que incidan en
el medio ambiente. Han comparecido el Consejo de
Gobierno de las Islas Baleares, representado por su Letra-
do don Pedro A. Aguiló Monjo y el Parlamento de las
Islas Baleares, representado por su Vicepresidenta Pri-
mera doña María Luisa Cava de Llano i Carrió. Ha sido
Ponente el Magistrado don Carles Viver Pi-Sunyer, quien
expresa el parecer del Tribunal.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el
día 31 de marzo de 1992, el Abogado del Estado, en
representación del Presidente del Gobierno, interpuso
recurso de inconstitucionalidad contra la totalidad de
la Ley del Parlamento de las Islas Baleares 12/1991,
de 20 de diciembre, reguladora del Impuesto sobre ins-
talaciones que incidan en el medio ambiente.

Para el Abogado del Estado, aunque el nuevo impues-
to constituye un tributo propio de una Comunidad Autó-
noma, establecido ex novo en el ejercicio de su potestad
tributaria, al amparo de los arts. 133.2 y 157.1 b) C.E.,
sin embargo vulnera el art. 6.3 de la Ley Orgáni-
ca 8/1980, de 22 de septiembre, de Financiación de
las Comunidades Autónomas (en adelante, L.O.F.C.A.),
que prohíbe a las Comunidades Autónomas establecer
y gestionar tributos sobre las materias que la legislación
de régimen local reserve a las Corporaciones Locales,
salvo expresa autorización de dicha legislación y en los
términos que la misma contemple (y, en todo caso, esta-
bleciéndose las medidas de compensación o coordina-
ción adecuadas en favor de aquellas Corporaciones Loca-
les, de modo que sus ingresos no se vean mermados
ni reducidos en sus posI.B.I.lidades de crecimiento futu-
ro). La Ley impugnada establece un tributo sobre mate-
rias reservadas a las Corporaciones Locales y, por tanto,
infringe el art. 6.3 L.O.F.C.A. (precepto cuyo contenido
es transcrito en el art. 57.3 del Estatuto de Autonomía
para las Islas Baleares, aprobado por Ley Orgánica
2/1983, de 25 de febrero, en adelante, EAIB).

A juicio del Abogado del Estado el art. 6.3 L.O.F.C.A
restringe aún más que el art. 6.2 L.O.F.C.A. (que impide
a las Comunidades Autónomas la creación de tributos
sobre hechos imponibles que ya estén regulados por
el Estado) la competencia tributaria autonómica y lo hace
en tanto que sólo habilita a la creación de tributos auto-
nómicos sobre materias reservadas a las Corporaciones
Locales cuando, en primer lugar, exista una habilitación
legal expresa (y en los términos de la misma) y, en
segundo término, en tanto se establezcan unas medidas
de compensación. Sólo, entonces, cuando se cumplan
tales requisitos, podrán establecerse válidamente tribu-
tos autonómicos sobre elementos materiales de riqueza
efectivamente gravados por impuestos locales. Y, hasta
la fecha, la única habilitación que existe por la legislación
de régimen local es la contenida en la Disposición adi-
cional quinta de la Ley 39/1988, de 28 de diciembre,
reguladora de las Haciendas Locales (en adelante,
L.R.H.L.), en materia del Impuesto sobre vehículos de
tracción mecánica. Por ello, si se incumplen los requisitos
previstos en el art. 6.3 L.O.F.C.A., no habría duda sobre
la inconstitucionalidad de la Ley impugnada, que esta-
blecería un impuesto para el que no existe la necesaria
habilitación legal, exigida por el bloque de la constitu-
cionalidad, incumpliéndose, además, el mandato cons-
titucional contenido en el art. 142, que asegura la sufi-
ciencia de las Haciendas Locales.

Insiste el Abogado del Estado en que el art. 6.3
L.O.F.C.A. prohíbe a las Comunidades Autónomas la crea-
ción de tributos sobre las «materias» que la legislación
de régimen local reserve a las Corporaciones Locales
(salvo habilitación legal y compensación a la entidad

local afectada). Y, en este sentido, el concepto de «ma-
teria imponible» es más amplio que el «hecho imponible»,
ya que aquélla es «toda fuente de riqueza, renta o cual-
quier otro elemento de la actividad económica que el
legislador decida someter a imposición» y éste implica
«un concepto estrictamente jurídico que la ley fija en
cada caso para configurar el tributo» (STC 37/1987,
F.J. 14). Así las cosas, si el art. 6.2 L.O.F.C.A. prohíbe
a las Comunidades Autónomas la creación de tributos
sobre «hechos imponibles» regulados por el Estado, el
art. 6.3 L.O.F.C.A. amplía la limitación a las «materias»
reservadas a las Corporaciones Locales, vedando la crea-
ción de cualquier tributo que grave o recaiga sobre mate-
rias imponibles gravadas por los impuestos locales, en
todo o en parte. Con ello se pretende impedir la doble
imposición material, es decir, que existan elementos
materiales de riqueza (patrimoniales o de activi-
dad) que se encuentren simultáneamente gravados por
un impuesto local y por un impuesto autonómico.

Según lo que antecede el Abogado del Estado llega
a la conclusión de que el impuesto creado por la
Ley 12/1991, de 20 de diciembre, recae sobre elemen-
tos materiales de riqueza íntegramente gravados por
impuestos locales, es decir, es un tributo que grava una
materia reservada por la legislación de régimen local
a las Corporaciones Locales, sin contar con la habilitación
legal expresa que exige el art. 6.3 L.O.F.C.A. Basta con
acudir al art. 2 de la Ley cuestionada para comprobar
que el hecho imponible viene constituido por «la titu-
laridad por el sujeto pasivo, en el momento del devengo,
de los elementos patrimoniales situados en el territorio
de la Comunidad Autónoma de las Islas Baleares que
se encuentren afectos a la realización de las actividades
que integran el objeto del tributo». Tales elementos se
encuentran gravados por el Impuesto sobre Bienes
Inmuebles (en adelante, I.B.I.), contemplado en la
L.R.H.L., cuyo hecho imponible es «la titularidad de los
bienes inmuebles de naturaleza rústica y urbana sitos
en el respectivo término municipal» (art. 61 L.R.H.L.).
Y, sobre este particular, la definición de «bienes inmue-
bles» contenida en el art. 62 L.R.H.L. es omnicomprensiva
de todo lo que civilmente constituye bienes inmuebles,
con inclusión de todos los «elementos patrimoniales»
gravados por el Impuesto de las Islas Baleares (cuya
definición se recoge en el art. 1.2 de la Ley impugnada).

2. La Sección Tercera de este Tribunal, por provi-
dencia de 28 de abril de 1992, acordó admitir a trámite
el recurso de inconstitucionalidad, dando traslado de la
demanda y documentos presentados, conforme estable-
ce el art. 34.1 LOTC, al Congreso de los Diputados y
al Senado, por conducto de sus Presidentes, así como
al Parlamento y al Consejo de Gobierno de la Comunidad
Autónoma de las Islas Baleares, por conducto de sus
respectivos Presidentes, al objeto de que, en el plazo
común de quince días, pudieran personarse en el pro-
cedimiento y formular las alegaciones que estimasen
convenientes. Todo ello con publicación en el «Boletín
Oficial de Estado» de la formalización del recurso para
general conocimiento (lo que se cumplimentó en el «Bo-
letín Oficial del Estado» núm. 105, de 1 de mayo
de 1992, con anuncio, además, de suspensión de la
vigencia y aplicación de la referida Ley desde la fecha
de interposición del recurso).

3. Por escrito fechado el día 5 de mayo de 1992
(y registrado en este Tribunal el día 8 de mayo siguiente),
el Presidente en funciones del Congreso de los Diputados
comunicó que dicha Cámara no se personaría en el pro-
cedimiento ni formularía alegaciones, con remisión a la
Dirección de Estudios y Documentación de la Secretaría
General. Con fecha, asimismo, de 5 de mayo, se recibió
comunicación del Presidente del Senado, en el sentido
de que se tuviera a dicha Cámara por personada en
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el procedimiento y por ofrecida su colaboración a los
efectos del art. 88.1 LOTC.

4. Mediante escrito con fecha de 21 de mayo
de 1992, la Vicepresidenta Primera del Parlamento de
las Islas Baleares comparece y se persona en el proceso,
formulando alegaciones en las que defiende la consti-
tucionalidad de la norma impugnada. Mantiene que
resulta pacífico que la Comunidad Autónoma de las Islas
Baleares (en adelante, C.A.I.B.) puede establecer tributos
propios sin que los límites constitucionales que puedan
condicionar dicho poder tributario hayan de ser inter-
pretados de tal manera que haga inviable el ejercicio
de la potestad tributaria de la Comunidad Autónoma,
dejándola vacía y libre de contenido (STC 150/1990).
A su juicio, el único punto de coincidencia entre el I.B.I.
y el Impuesto balear discutido es el hecho de que, en
ambos casos, se trata de tributos directos de carácter
real. Sin embargo, no existe coincidencia en el hecho
imponible, puesto que «el impuesto sobre bienes inmue-
bles grava el bien en sí, mientras que el impuesto sobre
instalaciones que incidan en el medio ambiente grava
la titularidad del bien como elemento afecto a la rea-
lización de actividades que son las gravadas por el objeto
del tributo». Tampoco coincide la figura del sujeto pasivo,
dado que el I.B.I. grava al «titular» en concepto de pro-
piedad, usufructo, derecho de superficie o concesión
administrativa (sobre bienes inmuebles o sobre servicios
a los que estén afectos bienes inmuebles), mientras que
el Impuesto balear grava al «titular» en concepto incluso
de arrendamiento. Igualmente, las bases imponibles de
uno y otro impuesto son distintas (en un caso es el valor
catastral y en otro el valor de los elementos determinado
por capitalización).

Como consecuencia de lo expuesto no se aprecia
la invocada infracción del art. 6.3 L.O.F.C.A., que no pro-
híbe que diversos tributos recaigan sobre una misma
materia o fuente de riqueza gravable, pues ello supondría
negar a las Comunidades Autónomas toda capacidad
para establecer tributos. La representante del Parlamen-
to de la C.A.I.B. sostiene que no puede haber doble impo-
sición cuando los bienes que se sujetan a ella no son
los mismos. Tampoco son iguales los elementos patri-
moniales gravados. El impuesto municipal toma en con-
sideración la riqueza rústica y urbana en cuanto mani-
festaciones de capacidad económica, mientras que el
impuesto autonómico impugnado se plantea sobre deter-
minadas instalaciones que deterioran el medio ambiente
natural y procura una fuente de beneficios a sus titulares,
ocasionando un costo social al conjunto de la población
que es necesario revertir sobre el agente contaminante
por la vía del impuesto aprobado por el Parlamento de
las Islas Baleares.

5. Por su parte la representación procesal del Con-
sejo de Gobierno de la C.A.I.B. evacuó el trámite con-
ferido mediante escrito de 20 de mayo de 1992. En
dicho escrito defiende también la constitucionalidad de
la norma cuestionada. Sostiene que para que se pro-
duzca una invasión de la legislación autonómica en el
ámbito de las Haciendas Locales atentatoria contra los
límites establecidos en el art. 6.3 L.O.F.C.A., es necesaria
una identidad sustancial entre el objeto del tributo auto-
nómico que se crea y el objeto de otro tributo ya esta-
blecido en el ámbito de la Hacienda Local; si tal identidad
en cuanto a la materia sujeta a tributación por una u
otra instancia territorial no llega a producirse, está de
más acudir al art. 6.3 L.O.F.C.A. para invocar la incons-
titucionalidad de la Ley de la Comunidad Autónoma que
configura esa otra realidad tributaria.

En el presente caso el I.B.I. es un tributo de carácter
real que grava los bienes inmuebles rústicos y urbanos,
y lo hace sobre su valor. Es decir, la realidad sometida
a tributación es el «valor» de los bienes inmuebles o,

lo que es lo mismo, una manifestación de riqueza que
no es la que se quiere alcanzar mediante la implantación
del tributo autonómico que incide sobre instalaciones
que afectan al medio ambiente, donde el objeto o materia
imponible del impuesto se configura de una forma com-
pleja, por integración de una serie de factores, de modo
tal que la yuxtaposición de todos ellos conforma el objeto
de tributación, y la ausencia de uno sólo determina que
la materia considerada no pueda llegar a ser gravada
por el tributo. Así se exige, en primer lugar, que se trate
de elementos patrimoniales; en segundo término, que
se encuentren afectos a una de las actividades descritas;
y, en tercer lugar, que el elemento considerado afecte
al medio ambiente. En consecuencia, la fuente de impo-
sición que se toma en consideración en el Impuesto
sobre instalaciones que afecta al medio ambiente no
es identificable con la materia imponible del Impuesto
municipal sobre bienes inmuebles, en cuanto que aquél
grava unas instalaciones que inciden en el medio ambien-
te y éste considera como materia susceptible de tribu-
tación su valor. Nos encontramos, pues, con un bien
que está sujeto a imposición por dos tributos diferentes,
nunca ante un supuesto de doble imposición material.

En defensa de su tesis la representación procesal del
Consejo de Gobierno esgrime la similitud que guarda
el Impuesto impugnado con el Impuesto sobre Tierras
Infrautilizadas andaluz, aprobado por la Ley del Parla-
mento de Andalucía 8/1984, de 3 de julio, que fue decla-
rado constitucional en la STC 37/1987. Se trata de un
Impuesto que toma como punto de referencia los bienes
inmuebles de naturaleza rústica para someterlos a gra-
vamen en la medida en que ofrezcan un bajo rendimiento
en cuanto a su productividad (la escasa productividad
de la tierra). Es decir, siguiendo la misma técnica impo-
sitiva que en el Impuesto balear, que determina como
elemento susceptible de imposición el deterioro que oca-
siona en el medio ambiente la instalación de determi-
nados elementos patrimoniales.

6. Solicitado por la representación procesal del Con-
sejo de Gobierno de la C.A.I.B. en su escrito de alega-
ciones el levantamiento de la suspensión de la vigencia
y aplicación de la Ley impugnada, mediante providencia
de la Sección Tercera de este Tribunal de 26 de mayo
de 1992 se acordó oír a las partes en el plazo de cinco
días para que expusiesen lo que estimasen procedente
acerca de dicha pretensión. Evacuado el trámite con-
ferido por el Abogado del Estado mediante escrito regis-
trado en este Tribunal con fecha de 29 de mayo de 1992,
suplicó que se declarase no haber lugar a pronunciarse
sobre el levantamiento o mantenimiento de la suspen-
sión en aquel momento procesal y, subsidiariamente,
que se acordase el mantenimiento de la misma. Por su
parte la representación procesal del Parlamento de la
C.A.I.B., mediante escrito registrado el 9 de junio de
1992, solicitó el alzamiento de la suspensión. Finalmen-
te, mediante Auto de 30 de junio de 1992, se acordó
no haber lugar, entonces, a pronunciarse sobre el levan-
tamiento o mantenimiento de la suspensión, en tanto
que no había transcurrido el plazo de cinco meses pre-
visto en el art. 161.2 C.E.

7. Por providencia de 7 de agosto de 1992, estando
a punto de finalizar el plazo de cinco meses que señala
el art. 161.2 C.E. desde que se produjo la suspensión
de la vigencia y aplicación de la Ley impugnada, se acor-
dó oír nuevamente a las partes sobre la procedencia
del mantenimiento o levantamiento de la misma. El Abo-
gado del Estado evacuó el trámite conferido mediante
escrito registrado el 13 de agosto de 1993, suplicando
la ratificación de la suspensión acordada. Por su parte
el Letrado del Consejo de Gobierno de la C.A.I.B., median-
te escrito registrado en este Tribunal el 19 de agosto
de 1992, solicitó su levantamiento. Por último, la repre-
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sentación del Parlamento de la C.A.I.B., por escrito pre-
sentado en el Registro de este Tribunal el día 20 de
agosto de 1992, pidió igualmente que se acordase el
alzamiento de la suspensión, lo que se llevó a efecto
por Auto de este Tribunal con fecha de 9 de septiembre
de 1992.

8. Por providencia de 28 de noviembre de 2000,
se señaló para deliberación y votación del presente recur-
so de inconstitucionalidad el día 30 del mismo mes y
año.

II. Fundamentos jurídicos

1. La Ley del Parlamento de la Comunidad Autó-
noma de las Islas Baleares 12/1991, de 20 de diciembre,
reguladora del Impuesto sobre instalaciones que incidan
en el medio ambiente, objeto en su totalidad del presente
proceso constitucional, crea un impuesto que grava las
instalaciones y estructuras destinadas a las actividades
de producción, almacenaje, transformación y transporte
de energía eléctrica, de carburantes, de combustibles
sólidos, líquidos y gaseosos, así como las de comuni-
caciones telefónicas y telemáticas. Según declara en la
Exposición de Motivos su finalidad es la de «compensar,
mediante la internalización de los costes derivados de
determinadas actuaciones contaminantes o distorsiona-
doras del medio ambiente en el territorio de la Comu-
nidad Autónoma de las Islas Baleares, haciendo recaer
el peso del gravamen sobre aquellos agentes econó-
micos que, a través de instalaciones y actuaciones deter-
minadas, alteran el equilibrio natural, en tanto que dichas
actuaciones sólo a ellos benefician y, en cambio, reper-
cuten en el grupo social que se ve en la obligación de
soportar sus efectos externos».

Se trata de un tributo propio de la Comunidad Autó-
noma, creado en virtud de lo establecido en el art. 57.3
del Estatuto de Autonomía de las Islas Baleares (en ade-
lante E.A.I.B.) al amparo de los arts. 133.2 y 157.1 b) C.E.
En efecto, estos dos últimos preceptos prevén la
posI.B.I.lidad de que las Comunidades Autónomas esta-
blezcan y exijan tributos propios, dentro de los límites
contenidos en la Constitución y en las leyes, y, muy
especialmente, en la ley orgánica a la que explícitamente
se remite el art. 157.3 C.E. para regular el ejercicio de
las competencias financieras enumeradas en su apar-
tado 1 y que en consecuencia forma parte del bloque
de la constitucionalidad y, en esa condición, debe uti-
lizarse como canon de nuestro enjuiciamiento.

Entre los límites establecidos por la referida ley orgá-
nica —en la actualidad, la Ley Orgánica 8/1980, de 22
de septiembre, de Financiación de las Comunidades
Autónomas (L.O.F.C.A.)— figuran las previsiones conte-
nidas en el apartado 2 de su art. 6, conforme al cual
los tributos que establezcan las Comunidades Autóno-
mas no podrán recaer sobre «hechos imponibles gra-
vados por el Estado», y en el apartado 3 de este mismo
precepto, directamente implicado en el presente pro-
ceso, que precisa que las Comunidades Autónomas sólo
podrán establecer y gestionar tributos propios «sobre
materias que la legislación de régimen local reserve a
las Corporaciones Locales» en los supuestos en los que
dicha legislación lo prevea y en los términos que la misma
contemple, debiendo establecerse en todo caso las medi-
das de compensación o coordinación adecuadas a favor
de aquellas Corporaciones, de modo que los ingresos
de las mismas no se vean mermados ni reducidos tam-
poco en sus posibilidades de crecimiento futuro.

Estos últimos límites y condiciones de ejercicio de
la facultad de establecer tributos propios se hallan con-
tenidos, en términos prácticamente idénticos, en el ya
mencionado art. 57.3 E.A.I.B. que previene que «la Comu-
nidad Autónoma podrá establecer y gestionar tributos

sobre materias que la legislación de régimen local reser-
ve a las Corporaciones Locales, en los supuestos en que
dicha legislación lo prevea y en los términos que la misma
contemple. En todo caso, deberán establecerse las medi-
das de compensación o coordinación adecuadas a favor
de aquellas Corporaciones, de modo que los ingresos
de tales Corporaciones Locales no se vean mermados
ni reducidos tampoco en sus posibilidades de crecimien-
to futuro».

2. Pues bien, como queda expuesto con detalle en
los antecedentes, en este recurso de inconstitucionalidad
el Abogado del Estado no cuestiona la potestad de la
Comunidad Autónoma para establecer un tributo propio
en materia de medio ambiente. Lo que denuncia es, úni-
camente, que el Impuesto autonómico recurrido (en ade-
lante I.B.I.A.M.A.) somete a tributación, sin habilitación
legal previa y sin medidas de compensación o coordi-
nación, la misma materia imponible que resulta gravada
por el Impuesto municipal sobre Bienes Inmuebles (en
adelante I.B.I.). Por ello, alega, la Ley en su totalidad
vulnera el mandato contenido en el art. 6.3 L.O.F.C.A.
y, en consecuencia, infringe los arts. 133.2 y 157.3 C.E.,
así como el art. 57.3 E.A.I.B.

El Abogado del Estado, partiendo de la distinción sen-
tada en el fundamento jurídico 14 de la STC 37/1987,
de 26 de marzo, entre los conceptos de «hecho impo-
nible», al que se refiere el apartado 2 del art. 6 L.O.F.C.A.,
y de «materia imponible», al que, a su juicio, alude el
apartado 3 de este mismo precepto, sostiene que este
segundo, a diferencia del primero que «es un concepto
estrictamente jurídico que la Ley fija en cada caso para
configurar un tributo», hace referencia a «toda fuente
de riqueza, renta o cualquier otro elemento de la acti-
vidad económica que el legislador decida someter a
imposición», de modo que, cuando pretenda establecer-
se un tributo autonómico propio que «en todo o en parte»
grave «elementos de riqueza (patrimoniales o de acti-
vidad)» que se encuentren gravados por un impuesto
local, aunque no exista identidad entre los hechos impo-
nibles de ambos tributos, el establecimiento del tributo
autonómico requerirá la habilitación legal y las medidas
de compensación o coordinación a las que se refiere
el art. 6.3 L.O.F.C.A. Y esto es para el Abogado del Estado
lo que cabalmente sucede entre el Impuesto sobre ins-
talaciones que incidan en el medio ambiente y el Impues-
to sobre Bienes Inmuebles creado por la Ley 39/1988,
de Haciendas Locales, de 28 de diciembre, ya que ambos
gravan el mismo elemento material de riqueza, a saber:
la propiedad de los bienes inmuebles de naturaleza rús-
tica y urbana sitos en los respectivos términos muni-
cipales, produciéndose así la doble imposición y el peli-
gro de minoración de ingresos de las Corporaciones
Locales, que la «teleología» del referido precepto pre-
tende evitar. El art. 6.3 L.O.F.C.A., basado en el concepto
de «materia imponible» , tendría un contenido «más rigu-
roso y estricto», que el art. 6.2 basado en el concepto
de «hecho imponible».

El representante procesal del Consejo de Gobierno
de la C.A.I.B. acepta, incluso explícitamente, las premisas
de las que parte el Abogado del Estado acerca del diverso
contenido de los conceptos de «hecho imponible» y «ma-
teria imponible» a los que se referirían, respectivamente,
los apartados 2 y 3 del art. 6 L.O.F.C.A.; sin embargo,
matiza el alcance dado por el Abogado del Estado al
concepto de materia imponible y, sobre todo, discrepa
en cuanto a su aplicación al caso controvertido. Con-
cretamente, considera que para que resulte aplicable
el art. 6.3 L.O.F.C.A. debe existir una identidad sustancial
entre la materia imponible de los tributos local y auto-
nómico y que, por el contrario, no cabe negar la posI.B.I.li-
dad de que un tributo propio de una Comunidad Autó-
noma pueda incidir indirectamente en elementos mate-
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riales gravados por un impuesto local sin que ello requie-
ra la habilitación legal a la que se refiere el mentado
precepto. Alega que en el presente caso no existe una
identidad sustancial entre la materia objeto del tributo
autonómico y la del tributo local por cuanto el Impuesto
sobre Bienes Inmuebles grava los bienes inmuebles rús-
ticos y urbanos y lo hace sobre su valor —en cuanto
manifestación de capacidad económica—, es decir, sobre
una manifestación de riqueza distinta de la que se grava
mediante la implantación del tributo autonómico, que
incide sobre las instalaciones que afectan al medio
ambiente, y donde el objeto o materia imponible del
impuesto se configura de forma compleja por integración
necesaria de una serie de factores: en primer lugar ele-
mentos patrimoniales como edificios, suelo rústico y
urbano y otras realidades contempladas en el Impuesto
sobre Bienes Inmuebles y, en segundo lugar, convirtien-
do ese elemento patrimonial en materia imponible del
tributo autonómico y dando especificidad a su ámbito
objetivo, la afectación de esos elementos patrimoniales
a una de las actividades que se designan como aten-
tatorias del medio ambiente. No nos encontramos, pues,
sigue diciendo, ante un supuesto de doble imposición
material, sino ante un bien que está sujeto a imposición
por dos tributos diferentes, ya que no cabe excluir la
posibilidad de que un mismo elemento material gravado
por un tributo local también lo sea por otro autonómico
—sin necesidad de la habilitación legal prevista en el
art. 6.3 L.O.F.C.A.

Concluye afirmando que, en el estadio actual de
desarrollo del Estado autonómico, en el que se propugna
una mayor corresponsabilización fiscal de las Comuni-
dades Autónomas, carece de sentido una lectura res-
trictiva de la L.O.F.C.A., porque de admitirse los pos-
tulados del Abogado del Estado se contribuiría a reducir
la potestad tributaria autonómica a ámbitos claramente
marginales que propiciarían únicamente una tributación
de escaso contenido.

Por su parte, la representación del Parlamento de
la C.A.I.B. alega que los límites constitucionales que con-
dicionan el ejercicio de la competencia de la C.A.I.B.
para establecer tributos propios no pueden ser interpre-
tados de tal manera que resulte inviable el ejercicio de
la potestad tributaria de la Comunidad Autónoma, deján-
dola vacía de contenido (conforme a la doctrina sentada
en la STC 150/1990, de 4 de octubre). A su juicio,
si según la doctrina del Tribunal Constitucional autono-
mía significa la capacidad de cada nacionalidad o región
para decidir cuándo y cómo ejercer sus propias com-
petencias (STC 37/1987, de 26 de marzo), difícilmente
podrá ejercerse esta competencia si no existe un prin-
cipio de capacidad económica y de autonomía financiera
que permita a las Comunidades Autónomas ser auto-
suficientes, tanto más cuando es difícil encontrar un
supuesto que de una forma u otra no esté ya gravado
por un impuesto o tributo de naturaleza estatal o local.

Hecha la anterior precisión y ya analizando el Impues-
to impugnado, entiende dicha representación procesal
que en el presente caso no se produce la doble impo-
sición denunciada ya que «el impuesto sobre bienes
inmuebles grava el bien en sí, mientras que el impuesto
sobre instalaciones que incidan en el medio ambiente
grava la titularidad del bien como elemento afecto a
la realización de actividades que son las gravadas por
el objeto del tributo». Tampoco existe, a su juicio, coin-
cidencia en la figura del sujeto pasivo ni en la base impo-
nible, lo que impide apreciar la invocada infracción del
art. 6.3 L.O.F.C.A., ya que, aunque a su entender el alcan-
ce de los «hechos imponibles» no coincide con el de
las «materias imponibles», el citado precepto no prohíbe
que diversos tributos recaigan sobre una misma materia
o fuente de riqueza, ya que ello supondría negar a las

Comunidades Autónomas toda capacidad para estable-
cer tributos.

De lo dicho se desprende una primera conclusión
importante en cuanto a la determinación del objeto del
presente proceso constitucional: El canon de constitu-
cionalidad aplicable al enjuiciamiento de la Ley impug-
nada vendrá exclusivamente determinado por el apar-
tado 3 del art. 6 L.O.F.C.A., por lo que es preciso descartar
cualquier pronunciamiento por nuestra parte en relación
con el apartado 2 del art. 6 L.O.F.C.A., ya que todas
las tachas de inconstitucionalidad que se vierten en el
presente recurso se contraen exclusivamente a aquel
apartado o, lo que es lo mismo, al solapamiento entre
la materia imponible del tributo autonómico cuestionado
y el tributo local citado, único tema controvertido y, por
tanto, único objeto del litigo.

3. El enjuiciamiento que se nos demanda debe
comenzar destacando que, en efecto, como advierten
los representantes procesales de la C.A.I.B., cuando la
Constitución reconoce a las Comunidades Autónomas
en sus arts. 137 y 156 autonomía para la gestión de
sus respectivos intereses, se está refiriendo tanto a la
autonomía «política» como a la «financiera». No en vano,
como hemos reiterado en múltiples ocasiones, la auto-
nomía política, entendida como «la capacidad para ela-
borar sus propias políticas públicas en las materias de
su competencia» (STC 13/1992, de 6 de febrero, F.J. 7),
tiene una vertiente económica importantísima ya que,
aun cuando tenga un carácter inst rumenta l
[STC 4/1981, de 2 de febrero, F.J. 1.b)], la amplitud
de los medios económicos determina en gran medida
la posI.B.I.lidad real de alcanzar los fines políticos
(STC 135/1992, de 5 de octubre, F.J. 8).

En este sentido, la autonomía financiera, como ins-
trumento indispensable para la consecución de la auto-
nomía política, implica tanto la capacidad de las Comu-
nidades Autónomas para establecer y exigir sus propios
tributos como su aptitud para acceder a un sistema ade-
cuado —en términos de suficiencia— de ingresos, de
acuerdo con los arts. 133.2 y 157.1 C.E. La autonomía
financiera de los entes territoriales va, entonces, estre-
chamente ligada a su suficiencia financiera, por cuanto
exige la plena disposición de medios financieros para
poder ejercer, sin condicionamientos indebidos y en toda
su extensión, las funciones que legalmente les han sido
encomendadas; es decir, para posI.B.I.litar y garantizar
el ejercicio de la autonomía constitucionalmente reco-
nocida en los arts. 137 y 156 CE (SSTC 179/1985,
de 19 de diciembre, F.J. 3; 63/1996, de 21 de mayor,
F.J. 11; 201/1988, de 27 de octubre, F.J. 4; 96/1990,
de 24 de mayo, FF.JJ. 7 y 14; 13/1992, de 6 de febrero,
F.J. 6; 132/1992, de 28 de septiembre, F.J. 8;
237/1992, de 15 de diciembre, F.J. 6; 331/1993, de
12 de noviembre, FF.JJ. 2 y 3; 68/1996, de 18 de
abril, F.J. 10; 171/1996, de 30 de octubre, F.J. 5;
166/1988, de 26 de septiembre, FJ 10; 233/1999,
de 16 de diciembre, F.J. 22, y 104/2000, de 13 de
abril, F.J. 4).

Es cierto que la autonomía financiera ha venido con-
figurándose desde sus orígenes más por relación a la
vertiente del gasto, que con relación al ingreso —como
capacidad para articular un sistema suficiente de ingre-
sos— (SSTC 13/1992, de 6 de febrero, F.J. 7, y
104/2000, de 13 de abril, F.J. 4); por ello, es evidente
que el sistema de financiación de las Comunidades Autó-
nomas se ha venido articulando desde la óptica de unas
Haciendas territoriales de transferencia en las que el
grueso de sus ingresos procedían del Presupuesto esta-
tal, a través del porcentaje de participación en los ingre-
sos del Estado (SSTC 13/1992, de 6 de febrero, F.J. 7,
y 68/1996, de 18 de abril, F.J. 10). No obstante, no
cabe duda alguna de que en los últimos años se ha
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pasado de una concepción del sistema de financiación
autonómica como algo pendiente o subordinado a los
Presupuestos Generales del Estado, a una concepción
del sistema presidida por el principio de «corresponsa-
bilidad fiscal» y conectada, no sólo con la participación
en los ingresos del Estado, sino también y de forma
fundamental, de la capacidad del sistema tributario para
generar un sistema propio de recursos como fuente prin-
cipal de los ingresos de Derecho público. Basta con acu-
dir al último modelo de financiación, correspondiente
al quinquenio 1997-2001 (con la consiguiente modifi-
cación de la Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre,
de Financiación de las Comunidades Autónomas, por
la Ley Orgánica 3/1996, de 27 de diciembre; y con
la aprobación de la nueva Ley 14/1996, de 30 de diciem-
bre, de Cesión de Tributos del Estado a las Comunidades
Autónomas), para comprobar cómo se ha puesto de
manifiesto la voluntad del legislador estatal de estruc-
turar un nuevo sistema de financiación menos depen-
diente de las transferencias estatales y más condicionado
a una nueva estructura del sistema tributario que haga
a las Comunidades Autónomas «corresponsables» del
mismo (dicha intención ya venía manifestada en los
«Acuerdos para el desarrollo del sistema de financiación
de las Comunidades Autónomas del quinquenio
1992-1996», aprobados por el Consejo de Política Fiscal
y Financiera el día 7 de octubre de 1993). Concepto
éste el de la «corresponsabilidad fiscal», que no sólo
constituye la idea fundamental de dicho modelo sino
que además se erige en el objetivo a conseguir en los
futuros modelos de financiación. En este sentido se ha
manifestado la Exposición de Motivos de la Ley 14/1996
citada donde se proclama que «a partir de estos momen-
tos se inicia una nueva etapa en la evolución histórica
del régimen de cesión de tributos del Estado a las Comu-
nidades Autónomas, presidida por el principio de corres-
ponsabilidad fiscal efectiva».

En este contexto cobra sentido el criterio de inter-
pretación, sentado por este Tribunal y recordado por
la representación procesal del Parlamento de la C.A.I.B.,
según el cual «ninguno de los límites constitucionales
que condicionan dicho poder tributario (propio) puede
ser interpretado de tal manera que haga inviable el ejer-
cicio de aquella potestad tributaria» (STC 150/1990,
de 4 de octubre, F.J. 3). Sin embargo no debe olvidarse
que la premisa de la que parte este razonamiento es,
precisamente, el dato de que el poder tributario propio,
reconocido por la Constitución a las Comunidades Autó-
nomas, en nuestro Ordenamiento está también cons-
titucionalmente condicionado en su ejercicio.

4. En efecto, como se ha recordado en el funda-
mento jurídico 1, la Constitución en su art. 157, al esta-
blecer el sistema de recursos al que pueden acceder
las Comunidades Autónomas, entre los cuales cita en
la letra b) de su párrafo 1 «sus propios impuestos, tasas
y contribuciones especiales», precisa que mediante ley
orgánica podría regularse el ejercicio de esas compe-
tencias financieras y, fruto de esta habilitación, la
L.O.F.C.A., en su art. 6, condiciona el ejercicio de los
tributos propios a dos límites ineludibles, los cuales, cabe
adelantar, inciden de forma importante en la capacidad
de las Comunidades Autónomas para establecer un sis-
tema de tributos propio como consecuencia de la ocu-
pación de la riqueza gravable tanto por los tributos esta-
tales como por los locales. Concretamente, los tributos
que establezcan las Comunidades Autónomas en el ejer-
cicio de la competencia que, en materia tributaria, deriva
del juego de los arts. 133.2 y 157.1 C.E., no podrán,
ni recaer sobre «hechos imponibles gravados por el Esta-
do» (art. 6.2 L.O.F.C.A.) ni «sobre materias que la legis-
lación de régimen local reserve a las Corporaciones Loca-
les» (art. 6.3 L.O.F.C.A., implicando directamente en el

presente proceso). Debemos, pues, precisar el contenido
y alcance del concepto «materia reservada» al que se
refiere el art. 6.3 L.O.F.C.A., aunque sólo en la medida
en que sea necesario para resolver el recurso aquí
planteado.

Para llevar a cabo esta tarea conviene partir, como
han hecho las partes personadas en este proceso, de
la ya citada distinción contenida en el fundamento jurí-
dico 14 de la STC 37/1987 entre el concepto de «hecho
imponible» al que alude el art. 6.2 L.O.F.C.A. y el de
«materia imponible» que, de forma implícita, en esa Sen-
tencia, que tenía como único objeto la delimitación del
alcance del art. 6.2 L.O.F.C.A., se considera sinónimo
de los términos materia reservada a los que alude el
art. 6.3 de esa misma Ley.

Pues bien, de lo dicho en la referida Sentencia sobre
el concepto de materia reservada del art. 6.3 L.O.F.C.A.,
entendido como materia imponible, cabe extraer dos
conclusiones iniciales: este concepto no es sinónimo de
materia competencial, pero tiene un contenido más
amplio que el correspondiente al concepto de hecho
imponible.

En efecto, frente a una concepción de materia reser-
vada como sinónimo de materia sobre la que una Cor-
poración Local tiene atribuidas competencias por la espe-
cífica legislación de Régimen Local —por ejemplo, res-
pecto de los Municipios, por el art. 25 de la Ley 7/1985,
de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local,
entre las que figura, por cierto, la competencia sobre
medio ambiente—, por «materia reservada» debe enten-
derse sólo aquellas materias que configuran el objeto
de los tributos locales por haberlo establecido así la «le-
gislación de régimen local» que en materia financiera
no es otra, en la actualidad, que la Ley 39/1988, regu-
ladora de las Haciendas Locales. Así lo ha entendido
el propio legislador estatal al establecer en esa
Ley 39/1988 las únicas habilitaciones vigentes en nues-
tro Ordenamiento (el Impuesto sobre Vehículos de Trac-
ción Mecánica y el Impuesto Municipal sobre Gastos
Suntuarios en su modalidad de aprovechamiento de
cotos de caza y pesca) y al haberlo hecho partiendo
precisamente del concepto de «materia imponible». Así,
la identificación entre «materias reservadas» a las enti-
dades locales y «materias imponibles» resulta patente
en la Exposición de Motivos de la Ley reguladora de
las Haciendas Locales al identificar como uno de sus
retos el «modernizar y racionalizar el aprovechamiento
de la materia imponible reservada a la tributación local»
y, sobre todo, en los apartados 1 y 6 de la Disposición
adicional quinta que habilitan, respectivamente, a las
Comunidades Autónomas a establecer y exigir un
impuesto sobre «la materia imponible gravada por el
Impuesto sobre Vehículos de Tracción Mecánica» y sobre
«la materia imponible gravada por el Impuesto Municipal
sobre Gastos Suntuarios».

A esta misma conclusión se llega analizando el pro-
cedimiento legislativo seguido para la aprobación del
art. 6.3 L.O.F.C.A. A lo largo de toda su tramitación par-
lamentaria la materia reservada nunca se asimiló a mate-
ria competencial sino a materia tributaria. Ciertamente,
en el primer proyecto de ley se hablaba de «hechos
imponibles gravados o susceptibles de gravamen», para
pasar luego en uno de los informes de la ponencia a
«materias (hechos imponibles)» y terminar en la redac-
ción definitiva hoy vigente, simplemente como «mate-
rias»; pero fueron simples razones de técnica jurídica
las que condujeron a la adopción de un término más
omnicomprensivo que el de hecho imponible aunque
siempre referido, no a abstractas competencias, sino al
objeto de los tributos o a la riqueza sometida a tri-
butación.

Pero, al mismo tiempo, como queda dicho, el alcance
del concepto de materia imponible, es más amplio que
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el de hecho imponible al que se refiere el apartado 2
del art. 6 L.O.F.C.A.

Así, según hemos reiterado, «el hecho imponible es
un concepto estrictamente jurídico que, en atención a
determinadas circunstancias, la Ley fija en cada caso
”para configurar cada tributo y cuya realización origina
el nacimiento de la obligación tributaria”» (SSTC
37/1987, de 26 de marzo, F.J. 14; y 186/1993, de
7 de junio, F.J. 4), es decir, es el acto o presupuesto
previsto por la Ley cuya realización, por exteriorizar una
manifestación de capacidad económica, provoca el naci-
miento de una obligación tributaria. Por el contrario, «por
materia imponible u objeto del tributo debe entenderse
toda fuente de riqueza, renta o cualquier otro elemento
de la actividad económica que el legislador decida some-
ter a imposición, realidad que pertenece al plano de lo
fáctico». De ahí que, en relación con una misma materia
impositiva, el legislador pueda seleccionar distintas cir-
cunstancias que den lugar a otros tantos hechos impo-
nibles, determinantes a su vez de figuras tributarias dife-
rentes. En suma, al «hecho imponible» —creación nor-
mativa— le preexiste como realidad fáctica la materia
imponible u objeto del tributo, que es la manifestación
de riqueza efectivamente gravada, esto es, el elemento
de la realidad que soportará la carga tributaria confi-
gurada a través del hecho imponible exponente de la
verdadera riqueza sometida a tributación como expre-
sión de la capacidad económica de un sujeto.

Según lo que antecede, el art. 6 L.O.F.C.A. contiene
dos límites al poder tributario propio de las Comunidades
Autónomas: los hechos imponibles gravados por el Esta-
do (apartado 2) y las materias imponibles reservadas
a las Corporaciones Locales (apartado 3). El primero «no
tiene por objeto impedir a las Comunidades Autónomas
que establezcan tributos propios sobre objetos mate-
riales o fuentes impositivas ya gravadas por el Estado»
[STC 186/1993, F.J. 4 c)], sino que «lo que el art. 6.2
prohíbe, en sus propios términos, es la duplicidad de
hechos imponibles, estrictamente» [STC 37/1987,
F.J. 14; y en términos similares STC 186/1993, F.J. 4 c)].
Es decir, la prohibición de doble imposición en él con-
tenida atiende al presupuesto adoptado como hecho
imponible y no a la realidad o materia imponible que
le sirve de base. Por el contrario, el segundo límite recon-
duce la prohibición de duplicidad impositiva a la materia
imponible efectivamente gravada por el tributo en cues-
tión, con independencia del modo en que se articule
por el legislador el hecho imponible. En este segundo
supuesto, que es el aquí enjuiciado, resulta vedado cual-
quier solapamiento, sin habilitación legal previa, entre
la fuente de riqueza gravada por un tributo local y por
un nuevo tributo autonómico.

5. Precisada la razón de decidir y dado que ninguna
de las partes discute la inexistencia de la habilitación
legal previa exigida por el art. 6.3 L.O.F.C.A. para esta-
blecer el Impuesto recurrido, lo que en este proceso
debemos dilucidar es si el Impuesto sobre instalaciones
que incidan en el medio ambiente grava materia impo-
nible reservada a las Corporaciones Locales.

Como hemos reiterado, para los representantes pro-
cesales del Gobierno y del Parlamento de las Islas Balea-
res, con cita del párrafo de la Exposición de Motivos
de la Ley 12/1991 en el que se destaca que la finalidad
del nuevo impuesto es la protección del medio ambiente
la internalización de los costes derivados de determi-
nadas actuaciones contaminantes y con amplia remisión
a la STC 186/1993 que declaró constitucional el Impues-
to andaluz sobre tierras infrautilizadas, sostienen, como
primera línea argumental, que lo que grava el impuesto
controvertido es propiamente las actividades contami-
nantes, no la titularidad de las instalaciones y estructuras
que inciden en el medio ambiente.

Ciertamente, si el I.B.I.A.M.A. gravase la actividad con-
taminante internalizando los costes derivados de actua-
ciones «distorsionadoras del medio ambiente» —como
dice la Exposición de Motivos de la Ley— ninguna tacha
cabría hacerle desde la perspectiva del art. 6.3 L.O.F.C.A.
en relación con el IBI: ambos impuestos gravarían fuentes
de riqueza distintas y, en consecuencia, afectarían a
materias imponibles dispares.

Sin embargo, el análisis de la estructura del nuevo
impuesto autonómico no permite llegar a esta conclu-
sión. En efecto, aunque la Exposición de Motivos exte-
riorice una pretendida finalidad protectora del medio
ambiente, según la Ley autonómica el hecho imponible
del Impuesto lo constituye la titularidad de elementos
patrimoniales afectos a la realización de las actividades
que integran el objeto del tributo, a saber, las de pro-
ducción, almacenaje, transformación, transporte efectua-
do por elementos fijos y suministro de energía eléctrica
y de carburantes y combustibles sólidos, líquidos o
gaseosos, así como a las de comunicaciones telefónicas
o telemáticas; siendo lo sometido a tributación (verda-
dera riqueza gravada), el valor de los elementos patri-
moniales calculado mediante la capitalización del pro-
medio de los ingresos brutos de explotación durante
los tres últimos ejercicios o, lo que es lo mismo, arti-
culándose el gravamen con independencia de la capa-
cidad o aptitud de cada uno para incidir en el medio
ambiente que se dice proteger. Estamos, pues, en pre-
sencia de un tributo que no grava directamente la acti-
vidad contaminante, sino la titularidad de unas deter-
minadas instalaciones y, como veremos de inmediato,
el hecho de que el valor de esas instalaciones se calcule
mediante la capitalización de los ingresos no trasmuta
lo que es impuesto sobre unos elementos patrimoniales
en un impuesto sobre actividades contaminantes.

En efecto, a diferencia del Impuesto extremeño sobre
dehesas calificadas en deficiente aprovechamiento y del
Impuesto andaluz sobre tierras infrautilizadas, respecto
de los que este Tribunal tuvo ocasión de declarar que
no gravaban la titularidad de los bienes afectados, sino
algo distinto cual es la «infrautilización» de los mismos
(SSTC 186/1993, de 7 de junio, y 37/1987, de 26
de marzo, respectivamente), ya que fueron creados con
la intención, no de establecer una nueva fuente de ingre-
sos públicos con fines fiscales, sino de coadyuvar, en
sentido negativo, a disuadir a los titulares de esas pro-
piedades (dehesas y tierras infrautilizadas) del incum-
plimiento de las obligaciones inherentes a la función
social de la propiedad de la tierra, y en sentido positivo,
a estimularles para que obtuviesen de sus propiedades
los rendimientos económicos y sociales que les eran
legalmente exigibles, el IBIAMA, bajo la aparente fina-
lidad protectora del medio ambiente, no arbitra instru-
mento alguno que se dirija a la consecución de ese fin,
con lo que, a la postre, no grava la capacidad económica
pretendidamente sometida a imposición, como una for-
ma de contribuir al sostenimiento del gasto público que
genera la indebida, o incluso debida, utilización del medio
ambiente (manifestación concreta del principio de «quien
contamina paga»).

En efecto, el tributo cuestionado no se dirige, en sen-
tido negativo, a disuadir el incumplimiento de ninguna
obligación, pero tampoco busca, en sentido positivo, esti-
mular actuaciones protectoras del medio ambiente, en
cumplimiento del art. 45.1 C.E., desvinculándose así de
la verdadera aptitud de cada sujeto para incidir en el
medio en el que se desenvuelve (es decir, de la capacidad
para afectar como modalidad del principio de capacidad
económica previsto en el art. 31.1 C.E.). En consecuen-
cia, no cabe considerar que el referido impuesto grave
efectivamente la actividad contaminante cuando desco-
noce el impacto ambiental en que incurren los sujetos
llamados a soportarlo, o lo que es lo mismo, la medida



BOE núm. 4. Suplemento Jueves 4 enero 2001 67

concreta en la que cada uno afecta al medio ambiente
(sea persona física o jurídica). Si lo efectivamente gra-
vado fuese la actividad contaminante se habrían some-
tido a imposición todas aquellas instalaciones, cualquiera
que fuese la clase de actividad a la que se hallasen
afectas, que de alguna manera pudiesen atentar contra
ese medio ambiente, buscando un efecto disuasorio o
estimulante de la realización de conductas dañinas o
protectoras del entorno ecológico en el que se desen-
vuelve la actividad. Ello implicaría, entonces, de un lado,
la insoslayable vinculación de la tributación soportada
a la consecución de la finalidad pretendida (como se
hizo, por ejemplo, tanto en el Impuesto andaluz sobre
tierras infrautilizadas como en el Impuesto extremeño
sobre dehesas calificadas en deficiente aprovechamien-
to, donde se sometía a tributación la diferencia entre
rendimiento óptimo o potencial y el obtenido o real, res-
pectivamente) y, de otra parte, el sometimiento al gra-
vamen de todas aquellas instalaciones que fuesen poten-
cialmente dañinas para el medio ambiente, con inde-
pendencia de la naturaleza de la actividad a la que estu-
viesen afectadas o de la persona (física, jurídica o ente
sin personalidad jurídica de los previstos en el art. 33
L.G.T.) que fuese su titular.

No cabe admitir, pues, que el I.B.I.A.M.A. grave efec-
tivamente la actividad contaminante producida por deter-
minadas instalaciones. En rigor, frente a lo que sostienen
los representantes del Gobierno y del Parlamento de las
Islas Baleares, como comprobaremos a continuación en
un análisis comparativo de los distintos elementos que
configuran el I.B.I. y I.B.I.A.M.A., lo gravado es la mera
titularidad de tales bienes inmuebles, incurriendo así en
la prohibición establecida por el art. 6.3 L.O.F.C.A., al
solaparse con la materia imponible reservada a las
Haciendas Locales con relación al IBI.

En efecto, el art. 21 de la Ley 12/1991 configura
como hecho imponible del I.B.I.A.M.A. «la titularidad por
el sujeto pasivo, ... de los elementos patrimoniales ...
que se encuentren afectos a la realización de las acti-
vidades que integran el objeto del tributo»; entendiendo,
de un lado, por elementos patrimoniales afectos «cual-
quier tipo de instalaciones y estructuras que se destinen
a las actividades de producción, almacenaje, transfor-
mación, transporte efectuado por elementos fijos y sumi-
nistro de energía eléctrica y de carburantes y combus-
tibles sólidos, líquidos o gaseosos, así como a las de
comunicaciones telefónicas o telemáticas» (art. 1.2) y,
de otra parte, entendiendo por «titularidad de los ele-
mentos patrimoniales» y, en su efecto, por sujeto pasivo
la «titularidad jurídica» (art. 6.1) y, ante la falta de acre-
ditación de la anterior, «a quien figure como tal en un
registro fiscal y otros de carácter público» (art. 6.2), con-
siderándose también titular «a quien realice las activi-
dades que integran el objeto del tributo sirviéndose de
las instalaciones y estructuras de personas con las que
mantenga relaciones de vinculación directa o indirecta»
(art. 6.3). Por su parte, según el art. 61 L.H.L., el I.B.I.
es un impuesto cuyo hecho imponible está constituido
por la propiedad de bienes inmuebles de naturaleza rús-
tica y urbana, o por la titularidad de un derecho real
de usufructo o de superficie o de una concesión admi-
nistrativa sobre dichos bienes o sobre servicios públicos
a los que estén afectados; siendo el sujeto pasivo, los
propietarios de los bienes inmuebles, o titulares de un
derecho real de usufructo, de superficie, o de una con-
cesión administrativa demanial o mixta (art. 65).

En definitiva, tanto uno como otro impuesto gravan
la «titularidad» de bienes inmuebles; todos en el I.B.I.,
algunos en el I.B.I.A.M.A., pero en todo caso, «bienes
inmuebles», y lo hacen en la persona de su titular, enten-
dido de forma más o menos amplia. Dicho de otra forma,
el I.B.I. grava la capacidad económica que se pone de
manifiesto por la titularidad de determinados bienes

inmuebles; el I.B.I.A.M.A. somete a tributación la capa-
cidad económica exteriorizada también por la titularidad
de determinados bienes inmuebles.

6. Es cierto que el I.B.I. se refiere a «bienes inmue-
bles» y el I.B.I.A.M.A. a «instalaciones»; también lo es
que este segundo impuesto al precisar el valor de las
instalaciones no recurre al valor catastral sino al de la
capitalización del promedio de ingresos prescindiendo
para ello del número y de las características de las ins-
talaciones o inmuebles que afectan al medio ambiente:
la titularidad de una de ellas es suficiente para ser some-
tido a dicha tributación. Sin embargo, estas constata-
ciones no alteran la conclusión avanzada.

En efecto, respecto de lo primero, aunque el I.B.I.
se refiera a «bienes inmuebles» y el I.B.I.A.M.A. a «ins-
talaciones», éstas no son más que una especificación
o una parte de aquéllos. Es más, aunque excepcional-
mente algunos supuestos específicos de «instalaciones»
gravadas por el I.B.I.A.M.A. pudiese dudarse de si en
rigor cabe calificarlas como bienes inmuebles a efectos
del I.B.I., el hecho de que baste ser titular de una ins-
talación que afecte al medio ambiente para quedar some-
tido al I.B.I.A.M.A. mediante la simple capitalización de
los ingresos, y dada la amplitud con la que la L.H.L.
define los bienes inmuebles y el I.B.I.A.M.A. las insta-
laciones, no cabe duda de que el solapamiento en cuanto
a la materia imponible entre ambos impuestos se pro-
duce en la absoluta generalidad de los supuestos ima-
ginables. De hecho aunque en algún supuesto, cierta-
mente muy excepcional, ese solapamiento pudiera no
producirse, no por ello cabe admitir la constitucionalidad
de la ley. Como hemos declarado en diversas ocasiones,
el enjuiciamiento de la constitucionalidad de las leyes
debe hacerse «tomando en consideración el caso normal,
esto es, el que se da en la generalidad de los casos
del supuesto normativo, y no las posibles excepciones
a la regla» (STC 308/1994, de 21 de noviembre, F.J.
5; en el mismo sentido STC 70/1991, de 8 de abril,
F.J. 7). «Las leyes —se añade a contrario en la STC
73/1996, de 30 de abril, F.J. 5— en su pretensión de
racionalidad se proyectan sobre la normalidad de los
casos, sin que baste la aparición de un supuesto no
previsto para determinar su inconstitucionalidad».

A la misma conclusión debe llegarse, como se acaba
de decir, respecto de la base imponible de ambos tributos
ya que en los dos casos se gravan los bienes inmuebles
con relación a su «valor», aunque, eso sí, cada norma
elige una forma distinta de cuantificación: el I.B.I, un
valor administrativo como es el «valor catastral» y el
I.B.I.A.M.A., una suerte de «valor contable» derivado de
la capitalización del promedio de ingresos.

La base imponible del I.B.I.A.M.A. la constituye, con-
forme a su normativa reguladora, «el valor de los ele-
m e n t o s p a t r i m o n i a l e s » ( a r t . 8 L e y b a l e a r
12/1991) mientras que la base imponible del IBI esta
configurada «por el valor de los bienes inmuebles» (art.
66 L.R.H.L.). En la Ley autonómica ese «valor» se deter-
mina «capitalizando al tipo del 40 por 100 el promedio
de los ingresos brutos de explotación procedentes de
la facturación del sujeto pasivo ... durante los tres últimos
ejercicios anteriores del devengo del Impuesto» (art. 8
Ley 12/1991), mientras que en la L.H.L. «se tomará
como valor de los bienes inmuebles el valor catastral
de los mismos» (art. 66). Es decir, en ambos casos se
ha tomado como módulo de referencia el «valor» de
los bienes inmuebles, aunque la forma de llegar a su
determinación sea diferente. Realmente, se han adop-
tado dos de los medios de cuantificación que recoge
el art. 52 de la Ley General Tributaria, para la deter-
minación del valor de cualquier bien sometido a gra-
vamen; es decir, aunque se articulan dos caminos dis-
tintos en orden a la valoración, ambos confluyen en el
objeto gravado.
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En cualquier caso, como hemos avanzado, la con-
figuración de la base imponible a partir únicamente del
volumen de ingresos brutos de explotación pone de relie-
ve que el I.B.I.A.M.A. no grava realmente la actividad
contaminante, ya que la capacidad de contaminar no
depende de la cuantía de los ingresos brutos, sino de
otros factores como, por ejemplo, de las inversiones rea-
lizadas para evitar precisamente la afectación del medio
ambiente.

En suma, debe concluirse que el I.B.I.A.M.A. se con-
figura como un impuesto sobre el patrimonio inmobi-
liario, que incide en la misma materia imponible que
la del Impuesto municipal sobre Bienes Inmuebles,
incurriendo por ello en la prohibición prevista en el apar-
tado 3 del art. 6 L.O.F.C.A.

7. Llegados al fin de nuestro enjuiciamiento, antes
de pronunciar el fallo sólo nos resta precisar cuál es
el alcance concreto que debe atribuirse a la declaración
de inconstitucionalidad que le integra. Pues bien, por
exigencia del principio de seguridad jurídica (art. 9.3 C.E.)
y siguiendo los precedentes sentados en supuestos que
presentan rasgos similares al caso aquí enjuiciado (por
todas, STC 45/1989, F.J. 11), únicamente han de con-
siderarse situaciones susceptibles de ser revisadas con
fundamento en esta Sentencia aquéllas que, a la fecha
de publicación de la misma, no hayan adquirido firmeza
por haber sido impugnadas en tiempo y forma, y no
haber recaído todavía una resolución administrativa o
judicial firme.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Declarar la inconstitucionalidad y nulidad de la Ley
del Parlamento de las Islas Baleares 12/1991, de 20
de diciembre, reguladora del Impuesto sobre instalacio-
nes que incidan en el medio ambiente con los efectos
señalados en el fundamento jurídico 6.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a treinta de noviembre de dos
mil.—Pedro Cruz Villalón.—Carles Viver Pi-Sunyer.—Rafael
de Mendizábal Allende.—Julio Diego González Cam-
pos.—Manuel Jiménez de Parga y Cabrera.—Tomás S.
Vives Antón.—Pablo García Manzano.—Pablo Cachón
Villar.—Fernando Garrido Falla.—Vicente Conde Martín de
Hijas.—Guillermo Jiménez Sánchez.—María Emilia Casas
Baamonte.

Voto particular que formula el Magistrado don Pablo
García Manzano en relación con la Sentencia dictada
en el recurso de inconstitucionalidad núm. 838/92, y
al que se adhieren los Magistrados don Julio Diego Gon-
zález Campos y doña María Emilia Casas Baamonde

1. La Sentencia ha declarado la inconstitucionalidad
y nulidad de la Ley del Parlamento de las Islas Baleares
12/1991, creadora del impuesto autonómico «sobre ins-
talaciones que incidan en el medio ambiente», por con-
travenir el límite contenido en el art. 6.3 de la Ley Orgá-
nica 8/1980, de Financiación de las Comunidades Autó-
nomas (en adelante, L.O.F.C.A.), fallo estimatorio éste
del que discrepo, así como de la fundamentación que
ha conducido al mismo, y que se condensa en el párrafo
final del F.J. 6, conforme al cual «... el I.B.I.A.M.A. se
configura como un impuesto sobre el patrimonio inmo-

biliario, que incide en la misma materia imponible que
la del Impuesto municipal sobre Bienes Inmuebles,
incurriendo por ello en la prohibición prevista en el apar-
tado 3 del art. 6 L.O.F.C.A.».

2. Comparto la distinción conceptual entre «hecho
imponible» y «materia imponible» de que parte la Sen-
tencia, y que constituye el diverso presupuesto de hecho
de los apartados 2 y 3, respectivamente, del art. 6
L.O.F.C.A. Se reitera de tal modo la doctrina constitu-
cional establecida por las SSTC 37/1987 y 186/1993,
que marcan el ámbito de los dos límites que, desde
el sistema tributario estatal (art. 6.2) y el del régimen
tributario local de la Ley de Haciendas Locales (art.
6.3) se imponen a la potestad tributaria propia de las
Comunidades Autónomas, límites que, recogiendo lo dis-
puesto en la L.O.F.C.A. como norma integrada en el blo-
que de constitucionalidad, también se establecen en el
Estatuto de Autonomía para las Islas Baleares (art. 57.1
y 3). He de precisar, al igual que la Sentencia de la
que discrepo, que en el presente recurso, dado el explí-
cito planteamiento de la demanda formulada por el Abo-
gado del Estado, el único límite sobre el que hemos
de pronunciarnos es el constituido por el apartado 3,
es decir, el que exige expresa habilitación por «la legis-
lación de régimen local» para que las Comunidades Autó-
nomas puedan ejercitar su potestad de imposición,
mediante el establecimiento de tributos propios, cuando
éstos recaigan sobre materia reservada por dicha legis-
lación a las Corporaciones locales. Queda fuera del aná-
lisis, pues, la prohibición del art. 6.2 L.O.F.C.A. de que
los tributos autonómicos tengan por objeto hechos impo-
nibles ya gravados por el Estado, descartada expresa-
mente por la aludida representación procesal.

3. Asimismo estoy de acuerdo en que no nos halla-
mos, en el impuesto autonómico creado por la Ley
12/1991 del Parlamento de las Islas Baleares, ante un
tributo de naturaleza extrafiscal o con fines no fiscales,
o de los que pudiéramos denominar como afectados,
sino, como entiende la Sentencia, en presencia de un
impuesto con fines fiscales. Ello es así por cuanto no
existe afectación de los ingresos obtenidos mediante
su gestión a ningún fin de protección medioambiental,
ni, por otra parte, la estructura con que aparece con-
figurado dicho impuesto da pie para sostener, de manera
razonable y consistente, que se persigan de modo directo
finalidades de tutela ambiental que hayan determinado
la singularidad de régimen del tributo en cuestión, dado
que no aparecen especificaciones (en el régimen de boni-
ficaciones, en la fijación de la base imponible o de la
cuota tributaria o en otros elementos del impuesto auto-
nómico), en función de la mayor o menor intensidad
de la degradación del entorno ambiental en el que inci-
den los elementos patrimoniales gravados. Si ello fuera
así, es decir, si nos encontrásemos en presencia de un
tributo propio del Ente autonómico con la finalidad pri-
mordial de tutelar el medio ambiente del territorio insular,
se hallaría ausente la premisa inicial para que sea apli-
cable el art. 6.3 L.O.F.C.A., cual es que se trate de materia
imponible reservada por la Ley de Haciendas Locales
(en adelante, L.H.L.), y en tal caso «ninguna tacha cabría
hacerle [al tributo] desde la perspectiva del art. 6.3
L.O.F.C.A. en relación con el I.B.I.» (F.J. 5). No es, pues,
homologable el impuesto autonómico impugnado a los
que, por sendas leyes de las Comunidades Autónomas
de Andalucía y de Extremadura, se establecieron para
lograr la adecuada explotación agrícola de tierras infrau-
tilizadas o de las dehesas calificadas como «en deficiente
aprovechamiento», tributos ambos cuya constituciona-
lidad declaró este Tribunal en sus Sentencias 37/1987
y 186/1993, tras precisar que la función extrafiscal de
los tributos también tiene acomodo constitucional en
el ámbito del poder tributario autonómico (STC
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37/1987, de 26 de marzo, F.J. 13, en relación con el
«impuesto sobre tierras infrautilizadas» establecido por
la Ley andaluza de Reforma Agraria).

Ahora bien, el que no se trate de un tributo de natu-
raleza extrafiscal sino esencialmente recaudatorio no
debe hacernos olvidar, en mi criterio, que la finalidad
medioambiental no es por completo ajena al mismo,
como lo pone de relieve la Exposición de Motivos de
la Ley impugnada, así como la perspectiva última que
ha propiciado el ejercicio de la potestad tributaria de
la Comunidad Autónoma, y que parte de la degradación
o incidencia que en el entorno ambiental de las Islas
Baleares pueden producir las instalaciones y estructuras
de determinadas actividades potencialmente contami-
nantes, tales como las enunciadas en el art. 1.2 de la
Ley 12/1991, y a cuyo servicio se hallan los elementos
patrimoniales gravados por el tributo autonómico.

4. Antes de analizar si se produce lo que la Sen-
tencia denomina «identidad de materias imponibles»
entre el Impuesto sobre Bienes Inmuebles y el tributo
balear, conviene que nos detengamos en lo que ha de
entenderse como materia reservada al poder tributario
de los Entes locales, y concretamente, en nuestro caso,
de los Municipios; es decir, que indaguemos en la fina-
lidad perseguida por el límite contenido en el art. 6.3
L.O.F.C.A.

Pues bien, siguiendo el argumento teleológico que
esgrime en su demanda el Abogado del Estado, la clave
la proporciona, en mi modesto criterio, el inciso final
de dicho precepto. Cuando la legislación local habilite
para que una materia tributaria o fuente de riqueza sus-
ceptible de gravamen, que venía reservada a la potestad
impositiva de los Entes locales, pase a ser ejercida, como
tributo propio, por las Comunidades Autónomas, «de-
berán establecerse las medidas de compensación o coor-
dinación adecuadas a favor de aquellas Corporaciones».
Cabría, así, anticipar un interrogante: ¿el establecimiento
del Impuesto autonómico sobre instalaciones que inci-
den en el medio ambiente, ha mermado la capacidad
recaudatoria de los Municipios del archipiélago balear
a través de la aplicación del Impuesto sobre Bienes
Inmuebles? La respuesta, a mi juicio, es claramente nega-
tiva. La materia imponible o fuente de riqueza del impues-
to municipal sigue, tras el tributo autonómico, subsis-
tiendo en su plena virtualidad y sin que sea apreciable,
dadas las instalaciones concretas que aquél tiene en
cuenta, una merma o disminución recaudatoria en el
ámbito del impuesto municipal. Y es que el límite del
art. 6.3 contempla, en rigor, el traslado del ámbito tri-
butario local al autonómico de una fuente de riqueza
o materia susceptible de gravamen, como pone de relie-
ve la Disposición adicional quinta de la Ley 39/1988,
reguladora de las Haciendas Locales, en relación con
el Impuesto sobre Vehículos de Tracción Mecánica. No
cabe afirmar, según entiendo, que se haya trasladado
la riqueza fundiaria gravada por el Impuesto sobre Bienes
Inmuebles del ámbito local, en el que viene incardinada,
a la esfera de la potestad tributaria autonómica mediante
el establecimiento, como tributo propio, del impuesto
impugnado.

No se produce, por ello, una «coincidencia» entre las
materias imponibles de uno y otro tributo, como razonaré
a continuación, sin que baste al efecto, como dice la
Sentencia, una mera «incidencia» que puede, como
ocurre en este caso, tener una simple afectación cola-
teral, o de efectos muy secundarios. Un entendimiento
tan amplio o flexible del límite establecido en el art.
6.3 L.O.F.C.A. impediría o, al menos, obstaculizaría el
ejercicio, constitucionalmente lícito, de la potestad tri-
butaria de las Comunidades Autónomas mediante la
creación de tributos propios, al amparo de lo dispuesto
por el art. 157.1 b) de la Constitución, y del art. 57

del Estatuto de la Comunidad Autónoma de las Islas
Baleares, con menoscabo del principio de autonomía
financiera reconocido por el art. 156.1 del texto cons-
titucional.

5. Así las cosas, debe ahora examinarse lo que cons-
tituye el núcleo de la controversia, tal como ha sido
acotada por el recurso promovido frente al impuesto
autonómico, y que consiste en dilucidar si éste tiene
por objeto —«coincide»— la misma materia imponible o
fuente de riqueza que el Impuesto municipal sobre Bie-
nes Inmuebles. La conclusión de la Sentencia se formula
en los siguientes términos: «... el I.B.I. grava la capacidad
económica que se pone de manifiesto por la titularidad
de determinados bienes inmuebles; el I.B.I.A.M.A. somete
a tributación la capacidad económica exteriorizada tam-
bién por la titularidad de determinados bienes inmue-
bles» (párrafo final del F.J. 5).

Pues bien, no puedo compartir, con respeto a la opi-
nión mayoritaria, la transcrita conclusión, ni aceptarla
como premisa de la que se parte para el ulterior razo-
namiento. En el Impuesto sobre Bienes Inmuebles lo gra-
vado es la titularidad dominical o determinados derechos
reales (usufructo, derecho de superficie, concesión admi-
nistrativa) sobre los inmuebles (todos) de naturaleza rús-
tica y urbana sitos en el término municipal del Ayun-
tamiento de la imposición (art. 61 de la Ley de Haciendas
Locales). Lo gravado en este impuesto municipal, la fuen-
te de riqueza generadora de renta real o potencial para
el propietario o titular jurídico del predio es éste como
bien de carácter inmueble, en su modalidad rústica o
urbana, en sí mismo considerado. La fuente de riqueza
es, para decirlo abreviadamente, la propiedad fundiaria.
De forma diversa, la fuente de riqueza gravada en el
tributo autonómico que nos ocupa no son, en sí mismos
considerados, los elementos patrimoniales (instalaciones
y estructuras a que se refiere el apartado 2 del art. 1
de la Ley de Baleares 12/1991), sino dichos elementos
patrimoniales en tanto que afectos o vinculados a la
realización de actividades de producción y distribución
de energía eléctrica y las demás que se enumeran en
dicho art. 1, en cuanto manifiestan capacidad de incidir,
agrediéndolo, al medio ambiente del territorio insular.
La materia imponible en uno y otro tributo no es una
y la misma, y la capacidad económica exteriorizada en
el impuesto municipal y en el autonómico no es con-
siderada, en modo alguno, desde idéntica perspectiva
a efectos de su gravamen.

De manera complementaria, en el plano argumen-
tativo, la Sentencia afirma la identidad de materias impo-
nibles en la consideración de dos elementos estructu-
rales del tributo autonómico, puesto en relación con el
municipal que grava los inmuebles (heredero de la anti-
gua Contribución Territorial Rústica y Urbana), tales
como: a) el I.B.I. se refiere a «bienes inmuebles» y el
I.B.I.A.M.A. a «instalaciones», y éstas no son sino «una
especificación o una parte de aquéllos»; y b) la base
imponible de ambos tributos aparece configurada de
manera idéntica, pues en los dos casos los bienes inmue-
bles son gravados con relación a su valor, aunque cada
norma opte por una forma distinta de cuantificación:
valor catastral en el impuesto municipal, y una suerte
de «valor contable» en el tributo autonómico.

Con todo respeto al criterio de la mayoría, los expues-
tos términos comparativos no tienen fuerza suasoria para
alcanzar la conclusión de identidad de materia imponible,
determinante de la inconstitucionalidad del tributo auto-
nómico, con base en la vulneración del límite contenido
en el art. 6, apartado 3, de la tan repetida L.O.F.C.A.

6. Con independencia de la distinta perspectiva con
que en uno y otro caso son gravados los bienes, como
ya se ha dicho, en su intrínseca consideración no cabe
hablar tampoco de identidad que permita calificar la
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materia gravada por el tributo autonómico como materia
reservada al ámbito tributario local, pues los inmuebles
objeto de gravamen en el impuesto municipal, en su
modalidad urbana (dado que la rústica no presenta coin-
cidencia alguna), están constituidos por el suelo urbano
y urbanizable, y las construcciones sobre los terrenos,
es decir, lo esencial y generalmente gravado, aparte de
las construcciones, son terrenos, y solo por asimilación,
se extiende el impuesto municipal a muy concretas y
singulares instalaciones, tales como «diques, tanques y
cargaderos» (art. 62.b.1 L.H.L.), en tanto que en el
impuesto autonómico única y exclusivamente se gravan
instalaciones y estructuras, pero no todas y de manera
generalizada, sino solamente aquéllas que, como ele-
mentos patrimoniales, se destinen o hallen afectas a la
realización de actividades que incidan sobre el medio
ambiente (arts. 1 y 2 de la Ley autonómica impugnada).
Ha de añadirse que en el impuesto municipal, la iden-
tificación del inmueble (de la finca) viene dada primor-
dialmente por su inclusión en el Catastro inmobiliario,
que es un componente esencial para la gestión del tri-
buto local, lo que no sucede en modo alguno respecto
del impuesto autonómico, pues la consideración adop-
tada para el gravamen no es la riqueza fundiaria, el bien
en sí, sino la relación instrumental entre las instalaciones
y la actividad potencialmente contaminante.

Por lo que respecta a la base imponible, la diversa
forma de determinación o cuantificación de este ele-
mento de la relación jurídico—tributaria pone de mani-
fiesto la inexistencia de identidad sustancial de materia
imponible sometida a gravamen en uno y otro tributo.
En efecto, en el impuesto municipal, el valor de los bienes
inmuebles viene dado por el valor catastral asignado
al suelo o terreno, y las construcciones sobre él asen-
tadas (arts. 66 y 67 L.H.L.), mientras que en tributo auto-
nómico los elementos patrimoniales no son objeto direc-
to de evaluación, sino que ésta se realiza a través del
método de capitalización que se establece en el art. 8
de la Ley reguladora. El que esta forma de cuantificar
la base imponible del tributo autonómico impugnado lle-
ve en su aplicación a resultados que puedan cuestionar,
eventualmente, la capacidad económica de los sujetos
pasivos gravados, es cuestión ajena al presente recurso,
contraído, como se ha expuesto, a determinar si vulnera
el límite establecido por el art. 6.3 L.O.F.C.A. Los ele-
mentos patrimoniales del impuesto de la Comunidad
Autónoma de las Islas Baleares son valorados, para fijar
la base imponible, por relación a los resultados de la
actividad a cuyo desarrollo y para cuyo desarrollo se
encuentran instalados o establecidos, pues la actividad
potencialmente perturbadora del entorno ambiental es
la perspectiva tomada en cuenta por el legislador auto-
nómico para la exacción controvertida.

7. En vista de lo expuesto, ha de concluirse, en mi
opinión, que no se produce una actuación de la potestad
tributaria de la Comunidad Autónoma con desconoci-
miento o vulneración del límite exigido por el art. 6.3
L.O.F.C.A., en relación con el Impuesto municipal sobre
Bienes Inmuebles, dado que aquélla no ha recaído ni
tiene por objeto una materia imponible reservada a las
Corporaciones locales por la Ley de Haciendas Locales,
siendo disímiles la materia imponible del tributo muni-
cipal y la incidida por el impuesto autonómico balear.
No concurre en el caso, por lo razonado, el presupuesto
de hecho para que entre en aplicación la norma limitativa
contenida en el indicado precepto de la L.O.F.C.A. (y
en el correspondiente del Estatuto de Autonomía para
las Islas Baleares en su art. 57.3), de tal manera que
debió emitirse un pronunciamiento de constitucionalidad
de la Ley 12/1991, de 20 de diciembre del Parlamento
de las Islas Baleares, con la consiguiente desestimación
del recurso de inconstitucionalidad promovido contra la
misma.

Tal es mi parecer que, con el máximo respeto al que
ha conducido a la Sentencia mayoritaria, y mediante
el presente Voto particular, suscribo en Madrid, a cuatro
de diciembre de dos mil.—Pablo García Manzano.—Julio
Diego González Campos.—María Emilia Casas Baamon-
de.—Firmado y rubricado.

330 Pleno. Sentencia 290/2000, de 30 de
noviembre de 2000. Recursos de inconstitu-
cionalidad acumulados 201/93, 219/93,
226/93 y 236/93. Promovidos por el Con-
sejo Ejecutivo de la Generalidad de Cataluña,
el Defensor del Pueblo, el Parlamento de Cata-
luña y por don Federico Trillo-Figueroa Conde,
Comisionado por 56 Diputados del Grupo Par-
lamentario Popular, contra diversos artículos
de la Ley Orgánica 5/1992, de 29 de octubre,
de regulación del tratamiento automatizado
de los datos de carácter personal. Competen-
cia sobre derechos fundamentales y la Agen-
cia de Protección de Datos. Voto particular.

El Pleno del Tribunal Constitucional, compuesto por
don Pedro Cruz Villalón, Presidente, don Carles Viver
Pi-Sunyer, don Rafael de Mendizábal Allende, don Julio
Diego González Campos, don Manuel Jiménez de Parga
y Cabrera, don Tomás S. Vives Antón, don Pablo García
Manzano, don Pablo Cachón Villar, don Fernando Garrido
Falla, don Vicente Conde Martín de Hijas, don Guillermo
Jiménez Sánchez y doña María Emilia Casas Baamonde,
Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En los recursos de inconstitucionalidad acumulados
núms. 201/93, 219/93, 226/93 y 236/93, interpues-
tos respectivamente por el Consejo Ejecutivo de la Gene-
ralidad de Cataluña, el Defensor del Pueblo, el Parla-
mento de Cataluña y por don Federico Trillo-Figueroa
Conde, Comisionado por 56 Diputados del Grupo Par-
lamentario Popular, contra los arts. 6.2, 19.1, 20.3, 22.1
y 2.1, 24, 31, 39.1 y 2, 40.1 y 2, y Disposición final
tercera de la Ley Orgánica 5/1992, de 29 de octubre,
de Regulación del Tratamiento Automatizado de los
Datos de Carácter Personal. Ha comparecido y alegado
el Abogado del Estado. Ha sido Ponente el Magistrado
don Julio Diego González Campos, quien expresa el pare-
cer del Tribunal.

I. Antecedentes

1. Por escrito registrado en este Tribunal el 25 de
enero de 1993, el Consejo Ejecutivo de la Generalidad
de Cataluña interpuso recurso de inconstitucionalidad
contra los arts. 24, 31, 39, art. 40.1 y 2 y Disposición
final tercera de la Ley Orgánica 5/1992, de 29 de octu-
bre, de Regulación del Tratamiento Automatizado de los
Datos de Carácter Personal (en adelante, L.O.R.T.A.D.).

La representación procesal de la Generalidad de Cata-
luña aduce en su recurso que la L.O.R.T.A.D. es incons-
titucional por vulnerar el orden constitucional de reparto
de competencias al atribuir al Estado competencias
exclusivas en la ejecución de dicha Ley Orgánica sobre
todos los ficheros de datos de titularidad privada y aque-
llos otros creados por la Administración Local, reservan-
do a las Comunidades Autónomas únicamente las per-
tinentes respecto de los ficheros creados por su propia


